
SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia al inutilizar los medios ordinarios para atacar la actuación judicial 

“Con ello se perdió de vista que los requisitos formales del título ejecutivo tienen que ser discutidos por esa vía del recurso, más que por la de las excepciones, si estas tienden a lo mismo, como se lee en el artículo 497 del C. de P. Civil, dentro del término de ejecutoria, oportunidad de la cual no se hizo uso. 

Y en cuanto al poder, tampoco se observa reparo alguno durante el trámite del proceso por parte del ejecutado, por una parte; y por la otra, su deficiencia, si la había, afectaba solo a quien dijo otorgarlo, que fue precisamente la persona que le dio presentación personal, lo que indica que tenía claro que el mismo presentaba tales correcciones y, sin embargo, las admitió.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril once de dos mil dieciséis
Expediente 66045-31-89-001-2016-00019-01
Acta N° 164 de abril 11 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 16 de febrero del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, interpuesta por Guillermo Herney Agudelo Atehortúa, en esta acción de tutela que promovió frente al Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, a la que fueron vinculados Gildardo Valladales Ríos, Rogelio Morales Ramírez, Lina María Arias Gil, Margarita María González Jaramillo, Banco Davivienda SA y Diana María González Guauque.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección del derecho fundamental al debido proceso, Guillermo Herney Agudelo Atehortúa, por conducto de apoderada judicial, presentó esta demanda contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario.
Relató, en síntesis, que en el citado despacho judicial, se adelanta en su contra proceso ejecutivo singular con radicación 2014-00076-00, por parte de Gildardo Valladales Ríos, en el que se pretende el cobro de la obligación contenida en una letra de cambio; dio cuenta de la medida de embargo y secuestro materializada dentro del asunto; dijo que el 15 de agosto de 2014 se libró el correspondiente mandamiento de pago; el 17 de septiembre el ejecutante presentó un poder conferido a un profesional del derecho que lo asistiera dentro del asunto, pero presentaba tachones y enmendaduras, por lo cual no debió ser aceptado por el Juzgado; se citó al Banco Davivienda como acreedor hipotecario y ese proveído debió ser notificado en la dirección del inmueble embargado para no violentar su derecho de defensa; luego de ser enterado del mandamiento ejecutivo contestó y propuso excepciones de mérito, atañederas a la falta de fecha de creación del título y una enmendadura en la de vencimiento del mismo.
Reclamó, en consecuencia, la protección del derecho invocado y que “se revise su fallo del día noviembre nueve de 2015 con radicado No 66687-4089-01-2015-00037-00”; como consecuencia de ello “…revisar en su totalidad el expediente del proceso ejecutivo singular con radicado 66687-40-89-001-2014-00076-00.  Y revisar la sentencia del proceso donde se decreta el remate del bien inmueble.”; además, que se ordenara una medida cautelar para evitar el remate; se examinara la actuación de los demandantes en el proceso y se decretara la nulidad “del poder” que el ejecutante otorgó, por contener enmendaduras y tachones, además de que quien debió darle poder era la endosataria Lina María Arias Gil.
El Juzgado de primera instancia corrió traslado a la demandada y ordenó la práctica de una inspección judicial al proceso del que da cuenta la acción de tutela, en la que se obtuvieron copias de algunas piezas procesales, entre ellas, las que hacen parte del escrito presentado por la parte ejecutada como “contestación” y “excepción previa” (f. 40 a 42, c. 1). Se pronunció Rogelio Morales Ramírez, quien funge como apoderado judicial del ejecutante e indicó, en resumen, que una acción de esta estirpe solo se permite cuando se incurre en vía de hecho, y aquí no se hace alusión a ello; que dentro del asunto se propusieron de manera indebida excepciones previas, sobre las que de todas formas se pronunció de fondo para desestimarlas; que la enmendadura en el poder que se le otorgó en nada afecta su ejecución, el nombre del interesado quedó claro y así se le hizo presentación personal, y que no hubo ninguna violación al debido proceso. 
Por su parte, Margarita María González Jaramillo, apoderada del allí ejecutado y accionante en esta oportunidad, refirió sobre irregularidades en la letra de cambio que se adosó al proceso ejecutivo y del poder que el demandante otorgó en el asunto. 
El Director de la agencia Davivienda de Apía, explicó que se llegó a un acuerdo con el deudor para la terminación del juicio ejecutivo iniciado en el despacho judicial demandado y que, por tanto, existe una falta de legitimación de su parte en este caso.
Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia de la acción frente al despacho judicial accionado y la negó respecto de los demás intervinientes. Para ello, trajo a colación normas relacionadas con las características de los títulos a la orden y el endoso; se refirió a las sub-reglas y requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela con énfasis en el de la subsidiariedad; dijo que el endoso que se hizo inicialmente en la letra de cambio fue en procuración y no en propiedad, por ello era viable la concesión de un nuevo mandato, como se hizo; la presentación personal del poderdante del memorial que se quiere hacer tornar de irregular, subsanó la falencia que ahora se pone de presente; agregó que, pese a que no era procedente dar trámite a las excepciones previas formuladas en el ejecutivo, el juzgado le dio impulso y lo benefició con el estudio procesal que, en últimas, no le hizo más gravosa su situación; señaló que no era obligación legal notificar al ejecutado en la dirección del inmueble secuestrado; que ningún reproche se elevó dentro del proceso ejecutivo acumulado, además de que el asunto ya se dio por terminado por pago total de la obligación.
 Luego de ello, se adosó respuesta que había enviado oportunamente el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, que dio cuenta del derrotero surtido dentro de la respectiva actuación judicial, del hecho de que no se indicó en forma concreta en qué consistía la vulneración del derecho alegado; que no existía norma que indicara que el auto que cita un acreedor hipotecario tuviese que agotarse en la dirección del bien objeto de secuestro; que lo relacionado con el poder carecía de asidero, por cuanto fue conferido por el tenedor del título y no debía hacerse por la endosataria al cobro, además que con la presentación personal del interesado del mismo, la relacionada enmendadura para nada incidía en su real intención; que las excepciones propuestas se limitaron a su enunciación, como quiera que no se solicitó prueba alguna que permitiera llevar al despacho a la certeza alegada sobre el particular, sin que se entienda, entonces, cómo pretende se efectúe ahora prueba grafológica, cuando dejó vencer su oportunidad.

Aquella resolución dejó inconforme al accionante, que la impugnó sin traer a colación argumentos adicionales.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Guillermo Herney Agudelo Atehortúa, actuando por conducto de apoderada  judicial, dirigió su reclamo contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario (Risaralda), porque considera que este lesionó su derecho fundamental al debido proceso dentro de los procesos judiciales radicados allí con los números 2015-0037-00 y 2014-00076-00, en los que figuran como demandantes Gildardo Valladales Ríos y el Banco Davivienda SA, al que se citó y compareció en los términos del artículo 539 del C.P.C. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Dos razones hay para prohijar la decisión de primer grado de declarar improcedente el amparo, teniendo en cuenta aquella regla de la subsidiariedad, prevista en el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991: en primer lugar, lo que se deduce del escrito inicial, que valga decirlo, no es del todo claro en cuanto a los reparos que se formulan contra la orden de seguir adelante la ejecución y el avalúo y remate, es que el título arrimado como base del recaudo ejecutivo inicial carecía de algunos de sus elementos, particularmente, la claridad y la exigibilidad, por las fechas en él consignadas, una incompleta (la de creación) y otra repisada (la de vencimiento), con lo cual no se podía librar la orden de pago; esto por un lado. Y en segundo término, que el poder otorgado a un profesional del derecho no ha debido aceptarse, porque, igualmente, presentaba enmendaduras. 

Basta ver en el devenir del proceso, según la inspección judicial y las copias allegadas, que contra ninguna de las providencias relacionadas con esos temas se interpuso recurso, al menos de reposición. 

Con ello se perdió de vista que los requisitos formales del título ejecutivo tienen que ser discutidos por esa vía del recurso, más que por la de las excepciones, si estas tienden a lo mismo, como se lee en el artículo 497 del C. de P. Civil, dentro del término de ejecutoria, oportunidad de la cual no se hizo uso. 

Y en cuanto al poder, tampoco se observa reparo alguno durante el trámite del proceso por parte del ejecutado, por una parte; y por la otra, su deficiencia, si la había, afectaba solo a quien dijo otorgarlo, que fue precisamente la persona que le dio presentación personal, lo que indica que tenía claro que el mismo presentaba tales correcciones y, sin embargo, las admitió. 

   



Por lo demás, el manejo que el juzgado le dio a las excepciones propuestas por el ejecutado, antes que afectarlo lo beneficiaron, pues a lo que él llamó excepción previa, se le dio el alcance de una excepción de mérito; y a lo que dejó de pedirse, como debía ser, por vías de reposición contra el mandamiento ejecutivo, se le llevó hasta la decisión final para ser despachado desfavorablemente. 
   



Así las cosas, como se advirtiera, el fallo será confirmado. 

  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 16 de febrero del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en esta acción de tutela interpuesta por Guillermo Herney Agudelo Atehortúa, contra el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario, a la que fueron vinculados Gildardo Valladales Ríos, Rogelio Morales Ramírez, Lina María Arias Gil, Margarita María González Jaramillo, Banco Davivienda SA y  Diana María González Guauque. 

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
             DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia C-543-92





8

